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INFORME DEL SECRETARIO GENERAL SOBRE LA SITUACIÓN EN HAITÍ

Este documento se distribuye a las misiones permanentes y será
presentado al Consejo Permanente de la Organización.


19 de mayo de 2003

Señor Presidente:


Tengo el honor de enviar a Vuestra Excelencia una copia del “Informe del Secretario General sobre la situación en Haití”, el cual se presenta de conformidad con el párrafo resolutivo 14. de la resolución CP/RES. 822 del 4 de septiembre d 2002, y el párrafo resolutivo 12. de la resolución AG/RES. 1841 (XXXII-O/02) del 4 de junio de 2002.  Además, este informe analiza la situación de la implementación de las resoluciones CP/RES. 806 (1303/02) y CP/RES. 822, así como la resolución AG/RES. 1841 (XXXII-O/02).

Solicito que este informe se distribuya a los miembros del Consejo Permanente de la Organización.


Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


Luigi R. Einaudi


Secretario General Adjunto


A cargo de la Secretaría General

Excelentísimo señor

Embajador Odeen Ishmael

Representante Permanente de Guyana 

  ante la Organización de los Estados Americanos (OEA) 

Presidente del Consejo Permanente

Washington, D.C.
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INFORME DEL SECRETARIO GENERAL
SOBRE LA SITUACIÓN EN HAITÍ

I.
INTRODUCCIÓN

1.
En el presente cuarto informe del Secretario General, presentado al Consejo Permanente conforme a lo dispuesto en el párrafo 14 de la resolución CP/RES. 822 (1331/02) del 4 de septiembre de 2002 [también congruente con el párrafo 12 de la resolución AG/RES. 1841 (XXXII-O/02) del 4 de junio de 2002], se examina el estado de aplicación de las resoluciones CP/RES. 806 (1303/02) y CP/RES. 822, y de la resolución AG/RES. 1841.
2.
En agosto de 2000, la OEA inició un proceso de diálogo con el Gobierno de Haití y representantes de la oposición a fin de resolver la crisis política surgida de la impugnación de las elecciones legislativas, municipales y locales mayo de 2000. Esa labor prosiguió en el resto de 2000 y en diciembre de 2001. Tras un ataque armado contra el Palacio Nacional de Haití, el 17 de diciembre de 2001, y el pronunciado deterioro de la situación general de seguridad del país, el 15 de enero de 2002 el Consejo Permanente de la OEA adoptó la resolución CP/RES. 806, que entre otras cosas estableció la Misión Especial para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití, con el cometido de reforzar los procesos e instituciones políticas democráticas del país. También creó una Comisión Investigadora en relación con los hechos de diciembre de 2001, y un Consejo Consultivo de Indemnizaciones, al que se encomendó proponer directrices para indemnizar a las víctimas de esos hechos. 
3.
El 4 de septiembre de 2002, en vista del estancamiento de las negociaciones entre los partidos políticos haitianos, el Consejo Permanente aprobó la resolución 822, que consolidó los logros alcanzados mediante las negociaciones, mantuvo los objetivos de las resoluciones CP/RES. 806 y AG/RES. 1841 y agregó varias disposiciones tendientes a crear condiciones favorables para la realización de elecciones legislativas y locales en 2003, incluida una campaña de desarme, y para la normalización de la cooperación económica entre el Gobierno de Haití y las instituciones financieras internacionales. 
4.
En el Anexo A se presenta una lista de informes anteriores elaborados conforme a las resoluciones CP/RES. 806, AG/RES. 1841 y CP/RES. 822. Su texto puede encontrarse en el sitio de la OEA en Internet:  www.oas.org. En especial, el documento CP/doc.3722/03, del 4 de abril de 2003, contiene el Informe de la Misión Especial al Secretario General sobre la visita de una Delegación de Alto Nivel OEA-CARICOM (la Delegación), realizada los días 19 y 20 de marzo, y su seguimiento hasta el 30 de marzo de 2003.
II.
HECHOS RECIENTES

5.
El 30 de abril de 2003, tras la celebración de consultas entre miembros de la Delegación de Alto Nivel y otros miembros y observadores de la OEA, el Consejo Permanente celebró una sesión especial sobre Haití. Al final del debate, el Presidente emitió una Declaración oficial en nombre del Consejo, en que reiteró los puntos señalados por la Delegación al Gobierno, a la sociedad civil y a Convergencia Democrática. En la Declaración se señaló que la inacción del Gobierno sobre temas clave planteados por la Delegación era el “principal obstáculo” que se oponía al avance, y también insistió en la necesidad de la aplicación concreta de esos puntos y la confirmación de las entidades de la sociedad civil y Convergencia Democrática de que estarían representadas en el Consejo Electoral Provisional (CEP) una vez que el Gobierno adoptara las medidas pertinentes. 
6.
En la Declaración se anunció asimismo respaldo para la Misión Especial, inclusive para su labor enmarcada en los Términos de Referencia acordados con el Gobierno de Haití, como la incorporación de la asistencia de fuerzas policiales internacionales a los efectos de la profesionalización de la Policía Nacional de Haití y, una vez que se decida la realización de elecciones, para colaborar en la seguridad de las mismas. En la Declaración se instó al suministro de apoyo para la crisis humanitaria en Haití y se exhortó a las instituciones financieras internacionales a acelerar su diálogo con Haití para reanudar la cooperación conforme a sus procedimientos internacionales. En la Declaración se señaló que la Asamblea General de la OEA consideraría la situación imperante en Haití en su reunión anual de Santiago de Chile, del 8 al 10 de junio, y que en ella se adoptarían decisiones a la luz de las medidas tomadas o que hubieran omitido tomar el Gobierno haitiano y otros protagonistas interesados. En el Anexo B aparece una copia de la Declaración.
7.
En el período comprendido entre el 29 de abril y el 9 de mayo, una Delegación del FMI visitó Haití y elaboró con el Gobierno haitiano el borrador de un Programa Supervisado por el FMI (SMP) referente al desempeño económico de Haití a lo largo de los seis meses siguientes, que según se prevé será presentado a la brevedad al Directorio del FMI. Este hecho podría facilitar la labor de otros donantes multilaterales y bilaterales. 
8.
A principios de abril, el fallecimiento por disparos de armas de fuego de un manifestante de Fanmi Lavalas que participaba en una protesta progubernamental en un vecindario considerado como baluarte de la oposición, en Cap Haïtien, suscitó nuevos debates sobre la existencia de una oposición armada. Las preocupaciones referentes a la seguridad nacional se intensificaron a principios de mayo tras la detención, para ser interrogados, de cinco haitianos en la República Dominicana, incluido un ex Comisionado de Policía y un ex Embajador, a quienes se atribuía estar vinculados con grupos de ex militares sospechosos que conspiraban para derrocar al Presidente Aristide. Dentro de las 24 horas siguientes a los arrestos, un ataque contra la represa de Péligre, en la Meseta Central, y contra una usina eléctrica, dejaron dos hombres muertos, varios heridos y la sala de control dañada por un incendio, y se afirma que la Policía confiscó armas pesadas y diversos documentos en el domicilio de un activista de oposición en Port-au-Prince. A la fecha en que esto se escribe se desconoce claramente el estado de la evolución de estos hechos y la eventual relación entre los mismos. Las cinco personas detenidas en la República Dominicana fueron liberadas al día siguiente. El 11 de mayo un ciudadano estadounidense fue arrestado en Gonaïves, acusado de recibir armas que habían de utilizarse contra el Gobierno.
9.
El 1 de mayo el Presidente Aristide hizo un llamamiento a la oposición para lograr una tregua, en nombre de los pobres de Haití, antes de la celebración del bicentenario de la bandera haitiana, el 18 de mayo. El Presidente lanzó el “Grito de La Saline” en una ceremonia de inauguración de viviendas públicas en uno de los vecindarios en situación más desfavorable en Port-au-Prince. Los sectores de la oposición respondieron en forma diversa. Un portavoz de Convergencia Democrática admitió que en efecto podría lograrse una tregua si la impunidad y la persecución política cesaran. Otra alianza de la oposición instó al Presidente Aristide a singularizar con su renuncia la celebración del 18 de mayo. Las declaraciones públicas formuladas por varios parlamentarios de Lavalas para apoyar la enmienda del artículo 134.3 de la Constitución de Haití, que limita el mandato de un presidente a dos períodos no consecutivos, han llevado a mayor controversia y desconfianza del Gobierno por parte de diversos sectores de la oposición y la sociedad civil.
III.
APLICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 806 Y 822

10.
Incuestionablemente, las principales responsabilidades enmarcadas en las diversas resoluciones referentes a Haití recayeron sobre el Gobierno. En el presente informe se examinan los logros alcanzados en relación con las obligaciones prioritarias aceptadas voluntariamente por el Presidente y por su Gobierno. Esas obligaciones y compromisos comprendieron, inter alia:  (a) la aplicación de las recomendaciones de la Comisión Investigadora y del Consejo Consultivo de Indemnizaciones; (b) la realización de minuciosas investigaciones sobre todos los delitos políticamente motivados; (c) el mejoramiento de la situación de seguridad a través de la profesionalización de la Policía y la realización de una campaña de desarme; (e) el mejoramiento de la situación de los derechos humanos; y (f) el establecimiento, en colaboración con otros sectores, de un CEP creíble.
A.
Aplicación de las recomendaciones formuladas por la Comisión Investigadora 

11.
El Gobierno de Haití se comprometió en varias ocasiones a realizar investigaciones y a arrestar a las más de 20 personas implicadas por la Comisión en la violencia del 17 de diciembre de 2001. No obstante, fueron pocas las medidas adoptadas desde que se formularon recomendaciones en el informe de la Comisión del 20 de junio de 2002. Informes anteriores (párrafo 4, supra), contenían detalles. Aunque las cinco entidades a las que se encomendó designar a los miembros del CEP establecieron claramente, a principios de noviembre, que su participación en el CEP estaba supeditada al avance de esos procedimientos judiciales, cabe recordar que fueron escasas las medidas adoptadas hasta después de la visita de la Delegación de Alto Nivel, en marzo de 2003, cuando un juez de Cap Haïtien emplazó e interrogó a varios empleados del Estado implicados en los actos de violencia del 17 de diciembre. Los arrestos fueron realizados el 4 de abril de 2003, pero los sospechosos fueron liberados el mismo día, tras las presiones ejercidas por violentos manifestantes progubernamentales. 

12.
Las declaraciones públicas del Director General del Ministerio del Interior y de dirigentes de “organizaciones populares” progubernamentales en el país tras los arrestos del 4 de abril ridiculizaron el compromiso del Gobierno. El Director General del Ministerio del Interior viajó a Cap Haïtien el 6 de abril y se dijo que había manifestado en la radio local que los funcionarios públicos deberían “gozar de cierta inmunidad de arresto, como ocurría bajo el Gobierno del ex Presidente Duvalier”. En una conferencia de prensa que tuvo lugar el 15 de abril de 2003, líderes de organizaciones populares de Port-au-Prince, incluido René Civil, dieron un paso más al supuestamente “advertir a los jueces que no debían dictar órdenes de arresto contra miembros de organizaciones populares que respaldan a Lavalas”, anunciando que sus partidarios impedirían la ejecución de esas órdenes. El Gobierno no condenó ninguna de esas declaraciones. 
13.
En su declaración de apertura dirigida a la Delegación de Alto Nivel, el 19 de marzo de 2003, el Presidente Aristide se comprometió a llevar a juicio a Amiot Métayer sin provocar derramamientos de sangre generalizados en la zona en que “según se afirmaba” estaba dicha persona. Métayer, fugitivo de Gonaïves, cuya no cuestionada participación como jefe en una serie de actos de amenazas o violencia en 2002, había actuado con la tolerancia del aparato de seguridad y judicial del Estado. Ulteriormente el Gobierno manifestó que no había logrado ubicarlo. Los informes sobre amenazas e intentos de ejercer presión política sobre los funcionarios judiciales que se ocupaban del caso fueron sumamente inquietantes. Dos jueces y un vicefiscal público hicieron saber que habían huido de Haití para no tener que ceder a las exigencias de que dejaran sin efecto las imputaciones penales contra Métayer. El 14 de mayo, en un notable giro de los acontecimientos ocurrido cuando este texto estaba por publicarse, el nuevo fiscal en el caso de Métayer (que había estado en la cárcel acusado de incendio premeditado y tiroteos en la zona Jubilé de Gonaïves en la primavera boreal de 2002, no a raíz de indicaciones de la Comisión de Investigación de su participación en los eventos del 17 de diciembre de 2001) dijo que Métayer estaba libre de cargos en el incidente de Jubilé. No quedó claro en el momento si se tomaría alguna acción en relación con su huida de la prisión en agosto de 2002, o con los eventos del 17 de diciembre de 2001. La forma en que se trate el caso Métayer será la piedra de toque para evaluar la seriedad con que el Gobierno trata la cuestión de la impunidad.
B.
Aplicación de las recomendaciones formuladas por el Consejo Consultivo de Indemnizaciones 

14.
Las recomendaciones formuladas por el Consejo Consultivo de Indemnizaciones (formado por sendos representantes del Gobierno, el Secretario General de la OEA y la Asociación de Aseguradoras de Haití) en gran medida han sido llevadas a la práctica. Se pagaron más de 124 millones de gourdes a los partidos políticos e instituciones afectadas y culminó la preparación de los expedientes respectivos. No obstante, apenas alrededor de la mitad de las 70 víctimas cuya indemnización se había recomendado manifestaron haber aceptado las liquidaciones finales. Aún no se ha realizado la liquidación de la mitad restante. La Misión Especial está llevando a cabo el proceso de confirmación del monto de dinero pagado a las víctimas individuales, pero se estima que se ha autorizado la utilización de más de 35 millones de gourdes para la realización de esos pagos. 
C.
Investigaciones de delitos políticamente motivados

15.
El Comité Conjunto sobre Justicia del Gobierno de Haití y la Misión Especial de la OEA formaron un grupo de trabajo el 28 de marzo de 2003, para ayudar a realizar investigaciones y procesamientos en relación con el expediente del 17 de diciembre de 2001, en diez casos de asesinatos “políticamente motivados” planteados por dirigentes de la oposición al Presidente Aristide en junio de 2002, así como en los casos de Jean Dominique y Brignol Lindor. En marzo de 2003 el Comité Conjunto sobre Justicia seleccionó cinco de esos diez casos a los efectos de adoptar medidas. Se trata de los casos de:  Mireille Durocher Bertin, el Diputado André Diogène, el Senador Yvon Toussaint, el Diputado Jean Hubert Feuillé y Remy Darang. El Comité Conjunto está recogiendo información sobre el estado de esos casos. 
16.
 Las actuaciones judiciales han avanzado formalmente en los casos de Jean Dominique y Brignol Lindor, pero sin resultado tangible alguno. Ambos casos están siendo apelados. La reacción general frente a la acusación recaída en el caso de Jean Dominique, el 21 de marzo de 2003, fue de total desazón. Al cabo de casi tres años de investigaciones la acusación final no contenía indicio alguno sobre los móviles inspiradores del crimen, y ninguno de los seis acusados es sospechoso de haber sido el autor intelectual del crimen. Se interpusieron recursos de apelación en beneficio de cada uno de los seis reos. La Corte de Apelaciones celebró una audiencia el 12 de mayo; según se prevé, se dictará sentencia en aproximadamente un mes.
17.
Con respecto al asesinato de Brignol Lindor, sólo dos de los diez acusados en el caso fueron arrestados. No ha habido ninguna medida tendiente al arresto de ninguno de los ocho restantes. El 27 de marzo de 2003 la Corte de Apelaciones rechazó la apelación en el caso por razones procesales. El rechazo de la apelación será revisado por la Corte Suprema.
D.
Profesionalización de la Policía

18.
El año pasado la Policía Nacional de Haití (PNH) fue objeto de numerosas alegaciones de politización y participación en graves violaciones de derechos humanos, narcotráfico y otras formas de corrupción, y de absoluta ineficiencia administrativa, con la consiguiente pérdida de credibilidad ante la población y deterioro de la moral en sus filas: se afirma que desertó cierto número de sus miembros. Pese a la imagen negativa global de ese cuerpo, la fuerza de Policía demostró en algunas ocasiones, y en presencia de la Misión Especial, que si se le imparten las órdenes y la orientación adecuadas puede brindar seguridad a nivel profesional. Entre otros ejemplos cabe mencionar la protección que dio a la Caravana de la Esperanza de la organización de la sociedad civil denominada Grupo de los 184 en los viajes que ésta realizó, a lo largo de varios meses del presente año, a Jacmel, St. Marc, Hinche, Gonaïves, Fort Liberté y Cap Haïtien, así como el manejo de una manifestación de grupos femeninos, el 3 de abril. En contraposición, empleó violencia excesiva durante una demostración cerca de la Embajada francesa, el 20 de marzo, y junto con otros representantes gubernamentales, manejó erróneamente el viaje de la Caravana de la Esperanza a Les Cayes.
19.
Se estima en no más de 4.500 efectivos la fuerza actual de la PNH, o sea un nivel muy inferior al preceptuado (7.000). Además, como ya se informó, la fuerza carece de equipos y de una gestión diestra. Dado su deterioro y la degradación de la situación global de seguridad, la Delegación de Alto Nivel y el Presidente Aristide analizaron con la Misión Especial la necesidad de reforzar la administración superior de la PNH. También se llegó a un acuerdo sobre la puesta en funciones de hasta 30 asesores policiales, lo que ya se efectuó con los 11 primeros.

20.
El Gobierno designó a una nueva administración superior, notablemente al Director General, el 26 de marzo de 2003, pero optó por dar a conocer a la Misión la identidad de la persona seleccionada, sin previa consulta. El nombramiento del Sr. Jean-Claude Jean-Baptiste como Director General interino fue criticado en la esfera interna e internacionalmente, entre otras cosas porque se entendió que no contribuía a la creación de un clima de confianza. Líderes de la oposición afirman que está implicado en el asesinato, cometido en 1991, del dirigente político partidario Pastor Sylvio Claude. El nuevo Director General interino, en el curso de sus diversas entrevistas con representantes de la prensa, subrayó su determinación de reformar la Policía, castigar a los violadores de derechos humanos y respaldar el derecho a manifestar. La elección de Pierre Evans Sainturné como Inspector General Jefe (segundo en jerarquía de los mandos de la PNH) fue criticada inicialmente por grupos de defensa de los derechos humanos, pero ulteriormente se acallaron las reacciones. La Delegación de Alto Nivel y el Consejo Permanente han mantenido la demanda de renovar y reforzar la administración de la PNH en consulta con la Misión Especial.
21.
Las medidas concretas adoptadas para profesionalizar la Policía en el curso del año se concentraron en la capacitación de la decimocuarta promoción. Ochocientos cincuenta nuevos oficiales de Policía completaron un curso de capacitación de seis meses de duración en la Academia de Policía en marzo y fueron puestos en funciones en abril de 2003, con lo cual se reforzó considerablemente la fuerza numérica del cuerpo. La Misión Especial mantuvo una oficina en la Academia de Policía entre octubre y marzo y participó en el curso de capacitación en todos los niveles: desde la planificación de los cursos hasta el dictado cotidiano de los mismos. No obstante, han salido a luz alegaciones de que muchos de esos reclutas fueron seleccionados por razones ajenas al mérito y que en algunos casos sus antecedentes eran dudosos. 
E.
Desarme

22.
Se han adoptado algunas medidas en preparación de una campaña nacional de desarme, pero su ejecución ha sido limitada. La Misión Especial no tiene conocimiento de que se haya adoptado medida alguna sobre dos puntos clave planteados al Gobierno por la Delegación de Alto Nivel y a cuyo cumplimiento se había comprometido el Gobierno en los TdR; a saber, medidas contra las bandas armadas y medidas tendientes a enfrentar el problema de la presencia de armas ilegales en el entorno de las autoridades públicas.
23.
El informe inicial dado a conocer por el Gobierno sobre el número de armas confiscadas ha sido corregido, indicándose que la cifra de 2.551 armas de todas las categorías que figuraba en su informe del 4 de noviembre como incautadas en julio y agosto de 2002, en realidad incluía también las municiones incautadas. Ulteriormente el Gobierno aclaró que en 2002 se incautaron 60 armas. Desde entonces se han incautado más armas, y las cifras están siendo verificadas por la Misión.
24.
Un Comité Nacional de Desarme creado el 31 de marzo de 2003 se reunió en varias ocasiones y está planificando una ceremonia pública de destrucción de armas, prevista para el 22 de mayo de 2003. 
F.
Derechos humanos 

25.
El respeto de la libertad de prensa, la libertad de expresión y la libertad de reunión por parte del Gobierno se ha reducido en el curso del año. Los agentes públicos declaran públicamente su determinación de aplicar los principios de los derechos humanos, pero miembros de las organizaciones “populares” progubernamentales suelen intimidar y agredir, con flagrante impunidad, a manifestantes, periodistas y otros activistas que formulan críticas al Gobierno. En Gonaïves, la persistente campaña de intimidación y violencia encabezada por Amiot Métayer y su base de apoyo llevó a funcionarios judiciales y periodistas locales a huir del país, temiendo por su vida. Aunque desde marzo la situación en Gonaïves es menos grave, subsisten los factores subyacentes de tensión.
26.
 Los ataques a la libertad de prensa fueron numerosos y generalizados. Estaciones de radio consideradas como voceros de críticas contra el Gobierno, en Port-au-Prince, St. Marc, Cap Haïtien, Petit Gôave, Gonaïves y Les Cayes, dijeron haber sido víctimas de actos de intimidación y violencia. Desde el asesinato de su director, Jean Dominique, en abril de 2000, Radio Haïti Inter, dirigida por la viuda de Dominique, Michèle Montas, realizó una campaña pública sin precedentes en procura de justicia. Esa radioemisora cerró sus puertas por tiempo indefinido debido a continuas amenazas de muerte contra sus empleados tras el atentado contra la vida de Montas, cuyo guardaespaldas fue asesinado en ese episodio, ocurrido el 25 de diciembre de 2002. En enero de 2003 el director de Radio Schekina, en St. Marc, fue herido de bala dentro de su estudio. Al final de abril, Liliane Pierre Paul, miembro prominente de Radio Kiskeya, recibió una comunicación en que se formularon amenazas de represalia contra ella (y personas de nacionalidad francesa) si no respaldaba la campaña gubernamental de restitución de sumas pagadas por Haití a Francia por concepto de reparaciones en 1825, tras la declaración de independencia haitiana (1804). El deterioro del respeto de la libertad de prensa fue denunciado por órganos nacionales e internacionales de derechos humanos (incluido el Experto Independiente de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre Haití) y asociaciones de la prensa, la Misión Especial y la comunidad diplomática. Reconociendo esa tendencia al deterioro de la situación y preocupada por la misma, la Asociación de Periodistas Haitianos formuló denuncias oficiales ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre los casos de Michèle Montas y siete periodistas de Gonaïves. Recientemente las acciones de control de Telemax, única estación de televisión nacional independiente de Haití, fueron adquiridas por un empresario al que se atribuyen estrechas vinculaciones con el Presidente Aristide quien, según se afirma, ejerce presión para eliminar programas dedicados al debate político. El Gobierno del partido oficialista ya controla otras tres estaciones de televisión.
27.
La Comisión Nacional Episcopal Justicia y Paz, de la Iglesia Católica Romana, informó en un estudio especial que entre noviembre de 2002 y febrero de 2003 se produjeron 117 muertes violentas en Haití. No se sabe cuántos de los asesinatos fueron cometidos por agentes del Estado o personas vinculadas con los mismos. La Misión Especial recibió numerosos informes, que en algunos casos implican a líderes de bandas delictivas de Cité Soleil, ellos mismos empleados por instituciones estatales, en algunos asesinatos, secuestros y desapariciones. La aplicación de un régimen de “tolerancia cero”, en que sospechosos de delitos comunes son castigados sumariamente, sigue siendo motivo de grave preocupación, al igual que los informes de diez casos de desaparición forzada sobre los que se llamó la atención de la Misión Especial. La mayoría de las diez personas supuestamente “desaparecidas” y sospechosas de haber sido asesinadas mantenían vínculos con la oposición, y uno era un ex Comisionado de Policía. Las denuncias específicas sobre derechos humanos formuladas contra la Policía incluyeron informes de su participación en ejecuciones sumarias, desapariciones, torturas, brutalidades y graves inconductas, como la presentación de pruebas falsas en casos de supuesta persecución política. 

28.
Rosemond Jean, el líder de las víctimas de la crisis de la Cooperativa iniciada a mediados de 2002, fue liberado provisionalmente en abril, tras pasar seis meses en detención preventiva. Se tiene la convicción generalizada de que su detención es un caso de persecución política. La omisión de dar cumplimiento a órdenes judiciales en otros casos políticos sigue siendo un prominente problema de derechos humanos en Haití. El ex Presidente, General Prosper Avril, permanece en prisión transcurridos más de seis meses de la orden de la Corte de Apelaciones que dispone su libertad. 
29.
Las cuatro declaraciones públicas redactadas por el Comité Conjunto sobre Derechos Humanos del Gobierno de Haití y la Misión Especial de la OEA, que habían sido publicadas por el Gobierno en marzo, lo fueron nuevamente en abril, en los dos idiomas oficiales del país --francés y créole-- por el Gobierno y por periódicos privados. Las declaraciones abarcan un amplio espectro de temas clave sobre derechos humanos que suscitan polémicas en Haití, como el derecho a manifestar y a la libertad de expresión, y como tales representan reafirmaciones políticamente significativas de compromisos asumidos conforme a la Constitución haitiana y a acuerdos internacionales. Naturalmente, es su aplicación cotidiana lo que representaría un avance real en el mejoramiento de la situación de los derechos humanos en el país. 

G.
Formación del Consejo Electoral Provisional

30.
En virtud de lo acordado en el curso de las negociaciones políticas convocadas por la OEA y formulado en el Proyecto de Acuerdo Inicial fechado el 12 de junio de 2002, conforme a lo dispuesto por la resolución 822, el Consejo Electoral Provisional (CEP) debe ser establecido por el Presidente y contar con un representante de cada una de las nueve entidades siguientes:  Fanmi Lavalas, Convergencia Democrática, los “otros partidos políticos”, la Conferencia Episcopal Católica de Haití, la Federación Protestante, la Iglesia Episcopal de Haití, el Poder Judicial, las ONG de derechos humanos coordinadas por la Comisión de Justicia y Paz y la comunidad empresarial coordinada por la Cámara de Industria y Comercio de Haití. Fanmi Lavalas y el Poder Judicial han nombrado a sus representantes; las cinco entidades de la “sociedad civil” también lo hicieron, pero se rehusaron a asumir sus funciones hasta tanto se cumplan determinadas condiciones. Convergencia Democrática y los “otros partidos políticos” se negaron a nombrar representantes en las circunstancias actuales.
31.
Durante su visita del 19 y 20 de marzo, la Delegación de Alto Nivel recomendó que las cinco entidades de la sociedad civil se declararan dispuestas a participar si el Presidente respondía concretamente a las solicitudes efectuadas por el Gobierno a la Delegación y por tanto mejoraba considerablemente el clima de confianza. Hasta la fecha ni esas cinco entidades ni Convergencia Democrática lo han hecho. En su Declaración del 30 de abril del Presidente del Consejo Permanente reiteró esta solicitud de la Delegación de Alto Nivel.
32.
En los diez días que siguieron a la visita de la Delegación de Alto Nivel, el Gobierno de Haití adoptó medidas administrativas para organizar los aspectos prácticos de la instalación de un nuevo CEP. El Ministerio de Finanzas trabajó en colaboración con el personal del CEP en la realización de un inventario de recursos materiales y adoptó medidas importantes para poner en orden las cuentas del CEP. En todos sus aspectos prácticos el Gobierno parece estar preparado, desde el punto de vista administrativo, para instalar un nuevo CEP una vez que pueda dársele forma final y que sus integrantes puedan asumir sus funciones. El Gobierno se ha abstenido de llevar a la práctica el decreto de establecimiento de un nuevo CEP polémicamente publicado el 7 de febrero de 2003 (véase el documento CP/doc.3715/03). Una vez que el CEP haya sido constituido y asuman sus funciones sus miembros, el cuerpo tendrá la tarea de establecer el calendario electoral y adoptar las demás decisiones necesarias para un exitoso proceso electoral y resultados creíbles, con participación de otros protagonistas haitianos y asistencia de la comunidad internacional. Mientras tanto, a la fecha de este informe, el CEP no había sido efectivamente formado. Como resultado, no se ha fijado fecha para la celebración de elecciones legislativas y locales.
IV.
LA SOCIEDAD CIVIL Y LA OPOSICIÓN

33.
Convergencia Democrática y otros grupos y partidos de oposición sostienen públicamente que el Presidente Aristide constituye un obstáculo para la democracia en Haití y que no participarán en elecciones mientras Aristide sea Presidente. Tanto las entidades de oposición como las de la sociedad civil se han rehusado a comprometerse a integrar el CEP a menos que el Gobierno adopte las medidas necesarias que se le exigen, aunque han señalado que pueden revisar su posición. La exposición formal más reciente de los puntos de vista de las cinco entidades de la sociedad civil figura en la nota del 10 de febrero de 2003, adjunta como anexo II al Tercer Informe del Secretario General sobre la ejecución de la resolución 822 (CP/doc.3715/03, del 25 de marzo de 2003). Antes de la sesión extraordiaria del 30 de abril del Consejo Permanente de la OEA y tras una reunión con la Misión Especial, Convergencia Democrática remitió una carta al Presidente del Consejo, en que expone sus opiniones. En el anexo C se adjunta el texto de la misma.
34.
El Grupo de los 184 ha seguido enviando su Caravana de la Esperanza a ciudades y pueblos de todo el país para dar forma a los debates referentes a su proyecto de contrato social para Haití. El viaje más reciente se realizó a Fort Liberté y Cap Haïtien los días 9 y 10 de mayo. El viaje se desarrolló satisfactoriamente desde el punto de vista de la seguridad, con respaldo policial y observación a cargo de la Misión Especial. El Grupo de los 184 no ha tomado públicamente la posición de que el Presidente Aristide deba renunciar antes de las elecciones, pero no ha instado a las cinco entidades de la sociedad civil ni a la oposición a declarar que participarán si el Presidente actúa concretamente según lo solicitado por la comunidad internacional.
V.
LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

35.
La comunidad internacional respalda firmemente la aplicación de las resoluciones 806 y 822 de la OEA, por considerarla la mejor estrategia para resolver la crisis haitiana. En una sesión extraordinaria realizada el 30 de abril de 2003, el Consejo Permanente expresó su compromiso de seguir participando en los esfuerzos tendientes a resolver la crisis haitiana y dio a conocer su expectativa de que se lograran avances por parte de todos los protagonistas que tienen que ver con la aplicación de la resolución 822 antes de que la Asamblea General se reúna, en junio de 2003 (Anexo B). 
36.
A lo largo del año el Gobierno siguió acusando a la comunidad internacional de imponer sanciones económicas o un embargo contra el país, y de rehusarse a cumplir su compromiso de normalizar las relaciones económicas entre Haití y las instituciones financieras internacionales. Aunque hasta la fecha esas relaciones no se han restablecido plenamente, se perciben signos de progreso. La CARICOM se comprometió a aportar más de un millón de dólares para ayudar a Haití a cancelar los atrasos de pagos frente al Banco Interamericano de Desarrollo, que por su parte ha venido procurando llevar adelante expeditivamente el proceso. La culminación del programa supervisado por el FMI previsiblemente facilitará el avance de las negociaciones con los donantes.
VI.
LA MISIÓN ESPECIAL

40. Desde su llegada a Haití, el 22 de abril de 2002, la Misión Especial ha hecho hincapié sistemáticamente en varios elementos clave en su enfoque referente a la aplicación de sus mandatos conforme a las resoluciones 806 y 822. En primer lugar, son los haitianos los encargados de dar forma a su futuro, determinarlo y construirlo. La comunidad internacional no puede tomar su lugar. El papel de la Misión Especial consiste en ayudar a la población. En segundo lugar, esto significa que la Misión debe trabajar con tres coasociados. Primero, la contraparte gubernamental, plenamente identificada con un programa conjunto creíble y dispuesta a aplicarlo, con facultades y competencia para hacerlo en un marco de cooperación. Segundo, el sector no gubernamental:  la oposición política, la sociedad civil, organizaciones no gubernamentales, entidades religiosas, asociaciones profesionales y comunitarias; los nombrados son, entre otros, componentes esenciales de todo esfuerzo de construcción de la democracia. El tercer elemento clave es el constituido por los otros donantes y proveedores de asistencia técnica, la mayor parte de los cuales están en Haití desde hace algún tiempo y es muy posible que permanezcan en el país mucho tiempo después de finalizado el mandato de la Misión; es imperioso que se mantengan relaciones de plena cooperación con ellos, especialmente con los que operan en los mismos ámbitos que la Misión.
41. La Misión comenzó a actuar en abril de 2002 con un aporte de US$500.000, proveniente de los Estados Unidos, poco después equiparado por Canadá. En el curso del año nueve países miembros, siete países observadores permanentes, dos organismos regionales y una ONG han aportado más de US$4,5 millones a la Misión Especial; gran parte de esa suma estuvo destinada a ámbitos específicos de intervención, tales como seguridad, derechos humanos y justicia. Mucho se agradece ese financiamiento. Se requerirá financiamiento adicional para continuar la labor de la Misión e intensificar la ya iniciada puesta en acción de mecanismos de seguridad (cuestión a la que se hace referencia más abajo) y otros ámbitos de actividad.
42. El número de funcionarios de la Misión Especial había aumentado al 15 de mayo de 2003, llegando así a 24 funcionarios internacionales y 19 funcionarios locales. Los funcionarios internacionales son el Jefe de Misión, el Subjefe de Misión, 11 especialistas en seguridad, 4 especialistas en justicia, 2 especialistas en derechos humanos, 2 especialistas en asuntos políticos y/o electorales y 3 funcionarios administrativos. La Misión está en proceso de ampliación, en virtud del cual el número de especialistas en seguridad puede llegar a 30, a los efectos de profesionalizar la Policía Nacional de Haití en sus dependencias centrales y en los departamentos del país. El primer grupo de nuevos especialistas en seguridad, todos ellos dotados de considerable experiencia, dedicó una semana a actividades de instrucción y sus miembros están siendo puestos en funciones. Una vez que se decida la realización de elecciones y se cuente con un CEP la Misión procurará poner en acción a 100 funcionarios policiales internacionales uniformados y armados en todo el territorio nacional, junto con varios cientos de observadores electorales internacionales. También se están contratando otros funcionarios con fines de administración, coordinación, información pública y especialización. 
40.
La Misión dedicó intensos esfuerzos a sus tareas de buenos oficios políticos y a actividades de control e información. Ha trabajado continuamente con el Secretario General Adjunto en cuestiones actuales de políticas y programas, y asimismo a los efectos de preparar y realizar el seguimiento de la visita de la Delegación de Alto Nivel OEA-CARICOM prevista para febrero y realizada en marzo de 2003. La Misión elaboró con el Gobierno los conjuntos de Términos de Referencia acordados en los siete ámbitos de trabajo de la Misión, y la estructura de los comités conjuntos de Gobierno y la Misión encargados de aplicar los Términos de Referencia. En varias ocasiones la Misión realizó gestiones ante las autoridades gubernamentales –a los efectos de facilitar el ordenado manejo de las visitas, manifestaciones y marchas, incluidas las de la Caravana de la Esperanza arriba mencionadas– y también ante partidos políticos, estudiantes, etc.
41.
El año pasado la Misión Especial colaboró con ONG locales de defensa de los derechos humanos en el suministro de respaldo inmediato a víctimas de graves violaciones de los derechos humanos y en la organización, realización y/o respaldo de seminarios y talleres referentes a una amplia gama de cuestiones de derechos humanos, justicia y cuestiones conexas. Los seminarios fueron organizados en colaboración con la Oficina del Protector del Ciudadano, la Federación de Colegios de Abogados de Haití y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), y estuvieron destinados a ONG locales y a la comunidad jurídica. Se realizaron seminarios en los Departamentos del Norte y del Nordeste; en uno de ellos se reunieron jueces departamentales para examinar el sistema interamericano de derechos humanos. En febrero de 2003 la Misión Especial colaboró con una ONG encabezada por un grupo de prominentes ciudadanos de Cité Soleil a los efectos de organizar un día de reflexión sobre métodos de restablecimiento de un clima de no violencia en esa ciudad. En mayo la Misión trabajó con funcionarios de la CIDH a los efectos de presentar tres seminarios sobre más eficaz utilización de los procesos de la Comisión en beneficio de ONG, abogados y autoridades gubernamentales haitianas. También en mayo la Misión está patrocinando con la CARICOM tres seminarios sobre la Corte de Justicia del Caribe que tendrá jurisdicción en Haití conforme al Tratado de Chaguaramas.
42.
También se ha dado apoyo a varias conocidas entidades de derechos humanos, a organizaciones de activistas de HIV+ y a las que promueven los derechos de los minusválidos. La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad fue traducida al créole haitiano y se imprimieron miles de copias para propugnarla. La Misión efectuó también una importante contribución a un proyecto que lleva la Internet a varias ONG de derechos humanos. La Misión Especial continuará trabajando con el Gobierno de Haití para reforzar la capacidad de las diversas institutiones estatales para tratar los casos de violaciones de derechos humanos.
43.
Merced al respaldo financiero y técnico de Coopération Française, la Misión pudo patrocinar dos importantes cursos de capacitación en la Escuela de Magistrados, uno para jueces y el otro para actuarios.

44.
La Misión siguió reuniéndose con entidades de todas partes de la sociedad haitiana, como partidos políticos, organizaciones de la sociedad civil, entidades eclesiásticas, comunitarias, empresariales y profesionales. El Jefe de la Misión presidió reuniones quincenales del Grupo de Amigos de Haití. La Misión estableció un sitio en Internet (www.oashaiti.org), ofreció conferencias de prensa e informes y respondió a muchas preguntas de la prensa y del público.

VII.
OBSERVACIÓN

 
45.
El Presidente Aristide hizo saber claramente que se propone hacer lo que sea necesario para culminar su mandato (es decir permanecer en el cargo hasta febrero de 2006). Por otra parte, las principales fuerzas de oposición han adoptado públicamente la posición de no participar en las elecciones en tanto Aristide sea Presidente, y no han mostrado disposición alguna de trabajar con su gobierno. Es infrecuente que la oposición o la sociedad civil reconozcan como positivas declaraciones o medidas del Gobierno. Los intentos tendientes a vincular a Convergencia Democrática y otros opositores políticos con el denominado “embargo económico internacional” de Haití o con la oposición armada al Gobierno son frecuentes entre los portavoces gubernamentales. Asimismo, la prensa informa selectivamente, lo que hace difícil que el pueblo haitiano tenga una visión total en forma balanceada.
 
46.
Los esfuerzos tendientes a cerrar la brecha cada vez mayor provocan críticas de todas partes. La OEA goza de cierta credibilidad y aceptación de parte de muchas entidades, aunque no de todas, en cuanto a buenas intenciones e imparcialidad, pero esa percepción se está debilitando debido al lento avance del proceso de aplicación de las resoluciones por los protagonistas, la pronunciada polarización dentro del país y la constante presión de ambos bandos para que se respalden sus respectivas posiciones.
 
47.
Ninguna decisión es fácil para la comunidad internacional. Si se apartara de Haití dejaría desamparado al país más pobre del Hemisferio. Los antecedentes y las condiciones imperantes indican la necesidad de una continua participación para construir el espacio democrático y dar apoyo a las políticas e instituciones necesarias para que Haití vuelva a encauzarse en una senda de desarrollo económico, social y político.
 
48.
Si la Asamblea General decidiera mantener y fortalecer la Misión Especial, podría solicitarle a la Misión que renovara su programa de trabajo en los ámbitos básicos de seguridad, justicia, derechos humanos y adecuada gestión pública, en colaboración con las contrapartes del gobierno, los socios no gubernamentales de todo tipo y las entidades tanto gubernamentales como no gubernamentales que brindan asistencia a Haití. 
ANEXO A

LISTA DE INFORMES PREPARADOS POR LA SECRETARÍA GENERAL Y LA MISIÓN ESPECIAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA EN HAITÍ, CONFORME A LO DISPUESTO EN LAS RESOLUCIONES CP/RES. 806 (1303/02), AG/RES. 1841 (XXXII-O/02) Y CP/RES. 822 (1331/02)

Informe de la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití al Secretario General sobre la situación al 30 de marzo de 2003 - CP/doc. 3722/03
Tercer informe del Secretario General sobre la aplicación de la resolución CP/RES. 822 (1331/02)- CP/doc. 3715/03

Segundo informe del Secretario General al Consejo Permanente sobre la aplicación de la resolución CP/RES. 822 (1331/02), “Apoyo al fortalecimiento de la democracia en Haití”, 4 de noviembre de 2002 a 4 de enero de 2003 - CP/doc.3683/03 corr.1 

Primer informe del Secretario General al Consejo Permanente sobre la aplicación de la resolución CP/RES. 822 (1331/02), 4 de septiembre a 4 de noviembre de 2002 - CP/doc.3671/02 

Informe del Secretario General en respuesta al documento CP/INF. 4724/02 - CP/doc.3643/02 corr.1 

Sexto informe de la Misión de la Organización de los Estados Americanos a Haití - CP/doc.3625/02 Corr.3 

Informe de la Comisión Investigadora de los sucesos del 17 de diciembre de 2001 en Haití - CP/INF. 4702/02 

Situación en Haití: Informe del Secretario General sobre la aplicación de las resoluciones CP/RES. 806 (1303/02) corr. 1 y AG/RES. 1831 (XXXI-O/01) - CP/doc.3609/02 Corr. 1
Primer informe provisional sobre el cumplimiento de la resolución CP/RES. 806 (1303/02) del Consejo Permanente sobre la situación en Haití - CP/doc. 3567/02

ANEXO B

Declaración Oficial del Presidente del Consejo Permanente
de la Organización de los Estados Americanos

emanada de la Sesión Especial del Consejo Permanente

sobre la Situación en Haití
30 de abril de 2003
El Consejo Permanente toma nota, con gratitud, del informe escrito de la Misión Especial para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití sobre los resultados que siguieron a la visita a Haití de la Delegación de Alto Nivel OEA-CARICOM, realizada los días 19 y 20 de marzo de 2003. 
El Consejo expresa su beneplácito ante el hecho de que miembros clave de la Delegación hayan podido estar presentes en la Sesión Especial de hoy, y ha considerado sus declaraciones, así como las recomendaciones de la Delegación. El Consejo toma nota de la opinión de consenso de la Delegación, según la cual, aunque el Gobierno de Haití ha adoptado algunas medidas, lamentablemente no ha hecho lugar a algunas de las recomendadas por la Delegación, o lo ha hecho en formas que no contribuyen a la creación de un entorno de confianza. 
El Consejo opina que los puntos formulados el 20 de marzo, conforme a las disposiciones de las resoluciones 806 y 822 y planteados al Gobierno de Haití (Anexo C del Informe de la Misión Especial) conservan plena validez y requieren medidas urgentes a su respecto de parte del Gobierno. Entre las medidas clave cabe mencionar las de renovación y profesionalización de los mandos policiales, en cabal consulta con la Misión Especial de la OEA, el cese de la notoria impunidad de Amiot Métayer, a través de su arresto, y la aplicación de las medidas de desarme acordadas. Una inadecuada respuesta del Gobierno en estos ámbitos sustanciales constituye el principal obstáculo a la creación de confianza pública y al restablecimiento del progreso democrático. 
Al mismo tiempo preocupa al Consejo Permanente la posibilidad de que la sociedad civil y Convergence Démocratique no hayan dado las seguridades solicitadas de que han de participar en el Consejo Electoral Provisional (CEP) si el Presidente Aristide adopta las medidas concretas que le fueron planteadas. Análogamente, el Consejo cree que los puntos planteados a la sociedad civil y a Convergence Démocratique por la Delegación (que se reproducen en el Anexo D del Informe de la Misión Especial) conservan plena validez. En especial, deseo expresar, en nombre del Consejo, que la comunidad internacional no respaldará los esfuerzos tendientes a derrocar al Presidente de Haití a través de una confrontación violenta en las calles u otras medidas o mecanismos contrarios a los procesos democráticos. El derecho a gobernar debe ganarse a través de competencia y elecciones democráticas. 
En consecuencia el Consejo Permanente cree sumamente importante que el Gobierno de Haití, la sociedad civil y Convergence Démocratique adopten varias medidas tendientes a facilitar la formación de un CEP independiente, neutral y creíble, que permitirá a Haití poner en marcha procesos electorales legislativos y locales. El CEP luego adoptaría las decisiones necesarias para orientar el proceso electoral, con apropiado apoyo de los protagonistas haitianos pertinentes y con la asistencia de la comunidad internacional, coordinada a través de la Misión Especial. 
El Consejo respalda categóricamente el fortalecimiento de la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití, cuyo mandato está estipulado en las resoluciones CP/RES 806 y 822, notablemente con inclusión de sus cuatro pilares: seguridad (incluido el desarme), justicia, derechos humanos y gobernabilidad. A este respecto el Consejo hace suyos los Términos de Referencia conjuntos (adjuntos al Segundo y al Tercero de los Informes del Secretario General, formulados conforme a lo dispuesto en la Resolución 822), incluidos los de puesta en acción de oficiales de Policía internacionales conforme a las normas y procedimientos de la OEA. El Consejo cree que la necesaria y eficaz aplicación, por parte del Gobierno, con ayuda de la Misión Especial, de las medidas y actividades estipuladas en los Términos de Referencia, ayudarán al Gobierno de Haití a demostrar en forma creíble al pueblo haitiano y a la comunidad internacional su avance concreto en el proceso de mejoramiento del entorno de seguridad en Haití y el fortalecimiento de sus instituciones democráticas. El Consejo toma nota de que la Unión Europea ha confirmado su decisión de participar, si es pertinente, en un programa de respaldo técnico para la Policía y el Poder Judicial haitianos, siempre que se obtengan garantías de las autoridades en relación con el establecimiento del orden, la seguridad y el imperio del Derecho.
El Consejo toma nota, con grave preocupación, de la crisis humanitaria que vive Haití, y celebra la puesta en marcha, el 22 de abril de 2003, por parte del Sistema de las Naciones Unidas, de un Programa Integrado de Respuesta a las Necesidades Urgentes de las Poblaciones Vulnerables, así como la continua aplicación del programa de donaciones de la OPS para combatir el SIDA. El Consejo toma nota, con gratitud, de la prestación de asistencia humanitaria por parte de los Estados Unidos y Canadá y otros miembros de Amigos de Haití. El Consejo, sin embargo, sigue estando convencido de que aún se requiere asistencia humanitaria adicional. Da la bienvenida a recientes anuncios de los Estados Unidos tendientes a poner a disposición de Haití recursos humanitarios adicionales. 
No obstante, Haití necesita algo más que ayuda humanitaria. El Consejo celebra la labor que se está realizando activamente conforme a lo dispuesto en el párrafo 11 de la Resolución 822. Además toma nota de la confirmación, por parte del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), de su decisión de reanudar sus operaciones financieras en Haití no bien se hayan liquidado los atrasos de pago. A este respecto el Consejo señaló asimismo que para colaborar en la liquidación de los atrasos de pagos pendientes, que es uno de los principales requisitos de las IFI, algunos países de la CARICOM se han comprometido a facilitar la liquidación, por parte de Haití, de sus atrasos de pagos frente al BID. Esos compromisos, naturalmente, están supeditados a la celebración, por parte del Gobierno de Haití, de acuerdos con el Fondo Monetario Internacional que están siendo negociados. El Consejo tiene presente que se requerirá asistencia financiera adicional para la plena liquidación de esos atrasos. El Consejo tomó nota asimismo del compromiso del Gobierno de Haití de realizar una cancelación completa de los atrasos frente a todas las IFI, utilizando un enfoque en secuencia cuyo primer paso sería la liquidación de las obligaciones frente al BID. El Consejo expresa su convicción de que la transparencia en materia de gestión económica facilitará la celebración de otros acuerdos necesarios entre el Gobierno de Haití, las IFI y otros donantes. 
Finalmente, me consta que expreso cabalmente el sentir de este órgano al invitar al Gobierno de Haití y a los demás protagonistas haitianos pertinentes a cumplir activamente sus cometidos, en forma cooperativa y responsable. La adopción de medidas concretas, o la falta de las mismas /sic/ ayudarán a los Estados miembros a seleccionar cuidadosa y acertadamente entre los diversos instrumentos del sistema interamericano destinados a respaldar la democracia en el Hemisferio que deben ser aplicados de modo de ayudar a todos los haitianos a resolver la crisis política. La adopción de medidas positivas también permitirá a la comunidad internacional acompañar el desarrollo político, económico y social democrático de Haití, que es un Estado miembro fundador de la OEA.

Las medidas que adopte Haití y la respuesta de la comunidad internacional serán la base de las decisiones referentes a esos asuntos que se adopten en la Asamblea General de la OEA que tendrá lugar del 8 al 10 de junio en Santiago de Chile.
ANEXO C

CONVERGENCIA DEMOCRÁTICA

105, Ave. Lamartinière – Port-au-Prince, Haití

Boîte Postale 15014, Pétion-Ville, HAITI (W.I.)

Tel. (509) 245-3584

Port-au-Prince, 26 de abril de 2003

Dr. Odeen Ishmael

Presidente del Consejo Permanente

 de la Organización de los Estados Americanos 

Washington, D.C.

Señor Presidente:


Convergencia Democrática quisiera aclarar a los representantes de los países miembros de la OEA su posición frente a la persistente negativa del Gobierno de Haití de aplicar los puntos esenciales de la resolución 822 y hacer un eficaz seguimiento de los requisitos expuestos por la Misión de Alto Nivel en su visita a Haití.


En esa ocasión, Convergencia expresó sus dudas en cuanto a la disposición del Gobierno de responder a esas recomendaciones, dudas que resultaron fundadas. A la fecha, esas recomendaciones no han sido atendidas o han sido objeto de un simple simulacro de cumplimiento. Amiot Métayer, contra quien se emitió una pseudo-orden de arresto, se beneficia de la protección de las más altas autoridades. La Jefatura de Policía sigue siendo el refugio de individuos acusados de delitos. El desarme no ha sido más que una serie de parodias. Con esos gestos, el gobierno ha aumentado la desconfianza de los sectores políticos, la sociedad civil y la población en cuanto a su voluntad y capacidad de crear un clima propicio a una salida de la crisis.


Nosotros ya expresamos nuestra disposición de olvidar nuestro justo escepticismo en cuanto a la disposición del gobierno de respetar los mandatos dispuestos en las resoluciones que suscribió en el marco de la OEA. Estábamos dispuestos a hacer esos cambios en tanto las expectativas suscitadas por las autoridades condujeran a medidas concretas, pero no a gestos simbólicos, potenciales o simulados.


Un mes después de la fecha en que se esperaba una respuesta que pudiera significar que el Gobierno de Haití, atento al llamado solemne de la comunidad internacional, se abocaría a la búsqueda de una solución de compromiso, el estancamiento parece total y pone en evidencia, hasta para los más tolerantes, la voluntad de las autoridades de imponerse por cansancio.


La búsqueda de una solución de compromiso siempre ha guiado y sigue guiando la conducta de Convergencia Democrática, y esto ha sido así desde que denunció la ilegitimidad de las elecciones del año 2000 y adoptó medidas para llegar a un “acuerdo político”. Por haber contribuido, con tenacidad y de forma constructiva, a la elaboración del Acuerdo Inicial, Convergencia respaldó la resolución CP/RES. 822 (1331/02), aprobada por la OEA, con el acuerdo del Gobierno. Nunca rechazó esa resolución, aun estando consciente de la obstinación del señor Aristide de no aplicar las disposiciones y violar, desde su adopción, de manera aún más sistemática, la Constitución haitiana y los principios más elementales de derechos humanos. 


A lo largo de la crisis hemos instado a recurrir a formas pacíficas de protesta, previstas en la Constitución, que podrían frenar el autoritarismo y garantizar el retorno a las normas democráticas. Nunca incluimos en nuestras prácticas ni en ninguno de nuestros planes de acción política la “confrontación callejera violenta” ni “otras acciones contrarias a los procesos democráticos", como parece querer atribuirnos el informe de fecha 30 de marzo de la Misión de la OEA, aprovechando las acusaciones irresponsables y los argumentos falsos de las autoridades que siempre hemos rechazado.


Sólo a estas últimas pueden imputarse los actos de violencia sistemática iniciados el 21 de mayo de 2000 que asestaron un golpe a los partidos y líderes políticos el 17 de diciembre de 2001 y han adoptado diversas formas de represión en los meses recientes. Conforme a la lógica de la administración Lavalas dirigida a consolidar y perpetuar su poder absoluto, están estrechamente vinculadas a la negativa de crear condiciones para celebrar elecciones competitivas. Esa política y una generalizada gestión inadecuada han perjudicado gravemente a la nación, afectando su seguridad y amenazando la de los países vecinos.


Convergencia Democrática reitera su voluntad, que es la voluntad de la nación, de hacer salir al país para siempre de esta situación trágica, y encaminarlo, por medio de elecciones genuinas, hacia el desarrollo democrático. Siempre ha considerado que es preciso crear condiciones de confianza para iniciar el proceso electoral a partir de un CEP creíble, así como un entorno político y de seguridad que garantice que no se repita, con artimañas y bajo la tutela de la comunidad internacional, la parodia electoral del año 2000.


Convergencia sigue creyendo que el señor Aristide constituye un obstáculo a la democracia. Al envilecer los valores y las prácticas republicanas, violando una y otra vez sus compromisos, explotando la confianza del pueblo y de la comunidad internacional, aprovechando el marco constitucional para montar una máquina de violencia, corrupción y engaño, ha destruido por completo la confianza de la población, poniendo en peligro no sólo el funcionamiento de la democracia emergente en Haití, sino también las condiciones mismas de la celebración de elecciones genuinas en el marco de su gobierno. 


Desde el 21 de mayo de 2000, durante sus 23 misiones y múltiples reuniones, la OEA ha podido percibir concretamente la mala fe de la administración Lavalas, con sus dilatorias y maniobras politiqueras. Los honorables representantes de los países miembros han podido, más allá de las declaraciones formales, comprobar esta realidad, que pone en tela de juicio la propia legitimidad de las autoridades. 


Convergencia se pregunta qué medios de acción democrática y los nuevos mecanismos políticos interamericanos pueden modificar esta política de Estado arbitraria que llevó a la alteración del orden constitucional. La negativa del Gobierno de  actuar sobre la base de las medidas adoptadas por la Misión Internacional de Alto Nivel indica claramente que el camino elegido por Jean Bertrand Aristide es imponer su ley y su propia política al pueblo haitiano y a la comunidad internacional. 


Ante la comprobación de las características de la administración Lavalas, los esfuerzos de la comunidad internacional, la sociedad civil organizada, la oposición democrática y las expectativas de la población en esta difícil lucha por la democracia, es preciso que la OEA, consciente de la importancia del papel que le compete, asuma plenamente sus responsabilidades. Deben adoptarse medidas tendientes a fortalecer la acción internacional a fin de evitar o superar los obstáculos a la celebración de elecciones competitivas y contribuir a una salida de la crisis que sea satisfactoria y duradera.


El estancamiento actual es  más peligroso que nunca. Convergencia espera que la OEA contribuya de forma útil a ayudar a Haití a superarlo.


El Directorio de Convergencia Democrática aprovecha la oportunidad para reiterar al señor Presidente las seguridades de su más alta consideración y estima.


Atentamente,


     Gérard Pierre Charles
Victoire Benoit


OPL
Espace de Concertation


Hubert de Ronceray
Luc Mésadieu


MPSN
MOCHRENHA

ANEXO D

Organización de los Estados Americanos

Organização dos Estados Americanos

Organization de los États Américains

Organization of American States

30 de mayo de 2003

MAN/FS/FRPD/048-03

Para:
Paul Spencer, Coordinador de las Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros

De:
Javier Goldin, Jefe, División de Informes y Políticas Financiaros, Departamento de Servicios Financieros

Asunto:

Informe de Ejecución Financiera


En respuesta a su solicitud, le adjunto el Estado del Saldo del Fondo de todas las contribuciones realizadas para la Misión Especial para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití, desde su inicio (16 de enero de 2002) hasta el 27 de mayo de 2003.

Anexo

cc: James R. Handing, ASM

      Emilio Rivero, Diretor, DFS



Informe de Ejecución Financiera por País y por Objeto de los Gastos
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				ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

				MISIÓN ESPECIAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA EN HAITÍ

				Informe de Ejecución Financiera por País y por Objeto de los Gastos

				(Preliminar y no auditado)

				Desde su inicio (16 de enero de 2002) hasta el 27 de mayo de 2003

																Obligaciones				Saldo del

				País				Contribución				Gastos				pendientes				Fondo

				Antigua y Barbuda		$		1,000		$				$				$

		4 Total		Viajes				-				385				-

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				37				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				454				-

		9 Total		Otros gastos				-				111				-

				Subtotal				1,000				987				-				13

				Argentina				6,000

		4 Total		Viajes								2,183

		5 Total		Publicaciones y documentos								126

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento								1,822

		7 Total		Edificio y mantenimiento								-

		8 Total		Contratos por resultado								900				300

		9 Total		Otros gastos								218				200

				Subtotal				6,000				5,249				500				251

				Bahamas				5,000

		4 Total		Viajes				-				80				-

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				500

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				144				3

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				206				294

		8 Total		Contratos por resultado				-				1,331				651

		9 Total		Otros gastos				-				1,725				66

				Subtotal				5,000				3,986				1,014				-

				Barbados				5,000

		4 Total		Viajes				-				193

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				791				106

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				963				13

		8 Total		Contratos por resultado				-				650				62

		9 Total		Otros gastos				-				2,184				10

				Subtotal				5,000				4,782				191				28

				Brasil				20,000

		4 Total		Viajes				-				2,685				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				3,116				-

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				1,543				-

		8 Total		Contratos por resultado				-				6,844				205

		9 Total		Otros gastos				-				5,596				-

				Subtotal				20,000				19,784				205				11

				CARICOM				15,000

		4 Total		Viajes				-				468				-

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				500				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				185				894

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				8,977

		8 Total		Contratos por resultado				-				3,850				125

				Subtotal				15,000				13,980				1,019				1

				Canadá				1,194,379		(1)

		4 Total		Viajes				-				89,390				12,514

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				1,792				2,116

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				140,392				11,464

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				30,127				1,499

		8 Total		Contratos por resultado				-				259,809				72,936

		9 Total		Otros gastos				-				18,448				1,765

				Subtotal				1,194,379				539,958				102,293				552,128

				Chipre				1,000

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				42				58

		8 Total		Contratos por resultado				-				424				-

		9 Total		Otros gastos				-				465				-

				Subtotal				1,000				931				58				10

				Comunidad Económica Europea				641,160		(2)

		4 Total		Viajes								4,948				222

		5 Total		Publicaciones y documentos								594				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento								324				53

		8 Total		Contratos por resultado								72,806				73,100

		9 Total		Otros gastos								86,733				24,610

				Subtotal				641,160				165,405				97,985				377,770

				Alemania				92,440

		4 Total		Viajes				-				6,860				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				26,525				7,943

		8 Total		Contratos por resultado				-				40,467				1,480

		9 Total		Otros gastos				-				9,166

				Subtotal				92,440				83,017				9,423				-

				Haití				25,000

		4 Total		Viajes				-				2,827				-

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				10,800				-

		9 Total		Otros gastos				-				4,000				-

				Subtotal				25,000				17,627				-				7,373

				Santa Sede				5,000

		4 Total		Viajes								858				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento								42				-

		8 Total		Contratos por resultado								3,998				-

		9 Total		Otros gastos								93				-

				Subtotal				5,000				4,990				-				10

				Organización Nacional para el Avance de los Haitianos				10,000				-				-

				Subtotal				10,000				-				-				10,000

				Nicaragua				3,000

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				1,050				-

		8 Total		Contratos por resultado								1,950				-

				Subtotal				3,000				3,000				-				-

				Noruega				131,230

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				615				10

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				1,591				383

		8 Total		Contratos por resultado				-				55,625

		9 Total		Otros gastos				-				137				-

				Subtotal				131,230				57,967				393				72,870

				España				73,704

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				11,983				11

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				20,196				410

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				15,594				6

		8 Total		Contratos por resultado				-				23,569				207

		9 Total		Otros gastos				-				799				2

				Subtotal				73,704				72,140				638				927

				Suecia				229,028

		4 Total		Viajes				-				13,031				100

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				2,066

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				11,131				252

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				5,713				275

		8 Total		Contratos por resultado				-				56,245				-

		9 Total		Otros gastos				-				15,066				28

				Subtotal				229,028				103,252				655				125,121

				Reino Unido				14,268

		4 Total		Viajes				-				12,698				-

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				1,210				-

		9 Total		Otros gastos				-				285				-

				Subtotal				14,268				14,193				-				75

				Estados Unidos				1,512,884		(3)

		1 Total		Contratos de personal				-				226,300				-

		4 Total		Viajes				-				182,927				10,931

		5 Total		Publicaciones y documentos				-				14,815				420

		6 Total		Equipo, material y mantenimiento				-				142,399				48,788

		7 Total		Edificio y mantenimiento				-				90,161				14,791

		8 Total		Contratos por resultado				-				373,633				188,210

		9 Total		Otros gastos				-				89,729				3,223

				Subtotal				1,512,884				1,119,964				266,363				126,557

				TOTAL		$		3,985,093		$		2,231,212		$		480,736		$		1,273,145

				CONTRIBUCIONES EN ESPECIE:

				País				Contribución

				Italia				16,724		(4)

				Francia				140,000		(4)

				Corea				100,000		(4)

				Estados Unidos				100,000		(4)

				Total en especie				356,724										Certificado por: Javier Goldin, Jefe

																		División de Informes y Políticas Financieros

				Total en efectivo y contribuciones en especie				4,341,817										Departamento de Servicios Financieros

				NOTE:

				(1)  El total prometido para esta misión asciende a US$1,811,139.  La contribución de US$1,194,379  incluye una ganancia de US$5,349 por el tipo de cambio.

				(2)  El total prometido para esta misión asciende a US$,850,000.

				(3)  Incluye US$1,500,000 en contribuciones,  US$12,483 en ganancias por el tipo de cambio y US$400 en reembolsos de años anteriores.

				(4)  Las contribuciones fueron en la forma de equipo y asistencia técnica. La GS/OAS no ha participado en el proceso de valoración de estas contribuciones, ya que fueron valoradas por los donantes.  Por consiguiente la SG/OEA no garantiza la exactitud de estos valores.
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